SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N° 012
RADICACIÓN: 66001220400020200004000

ACCIONANTE: ROSA LILIANA GÓMEZ RUIZ
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / MAYOR CARGA ARGUMENTATIVA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / SOLICITUD DE DETENCIÓN DOMICILIARIA / NO SE CUMPLIÓ EN ESTE CASO.
Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional ha acogido, entre otros, en los fallos C-560/05 y T-332/06.

De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez…; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560/05…
De igual modo, la Corte Suprema de Justicia frente a la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración…
… si la intención de la accionante es que se le otorgue un permiso excepcional, que no una “licencia especial” como lo indicó el agente oficioso, debe elevar las peticiones que a ello hubiere lugar para que la Dirección de la Reclusión de Mujeres acorde con lo reglado en el art. 139 del Código Penitenciario y Carcelario, modificado por el art. 85 de la Ley 1709 de 2014 , establezca lo pertinente. Ya que, como se aprecia, no obstante existir ese medio de defensa judicial, el mismo no se ha agotado y por el contrario se dejó de lado para acudir de manera directa a la tutela, lo que a todas luces desnaturaliza el requisito de subsidiariedad que la rige.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticuatro (24) de marzo de dos mil veinte (2020)
                                                                   Acta de Aprobación No. 277
                                                  Hora: 3:00 p.m.
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada mediante agente oficioso a favor de la señora ROSA LILIANA GÓMEZ RUIZ contra el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados los derechos fundamentales a la unidad familiar, a la dignidad personal, y a la resocialización en condiciones humanitarias.

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta el agente oficioso de la señora GÓMEZ RUIZ, se puede concretar de la siguiente manera: (i) fue condenada a 9 años de prisión y se encuentra detenida desde noviembre 11 de 2015, y aunque ha solicitado la prisión domiciliaria se la ha negado al no cumplir el requisito objetivo, esto es, por expresa prohibición legal a raíz de las conductas cometidas; (ii) la funcionaria incurre en defecto fáctico al no interpretar las consideraciones de su petición, amén de la calamidad doméstica por cuanto su señora madre está gravemente enferma y carece de personas que se ocupen de ella en forma permanente; por demás, actualmente se encuentra en el Hospital San Juan de Dios de Cali en condición crítica con probabilidad de muerte, y su deseo es poder reencontrarse con su hija; y (iii) es deber del juez de ejecución de penas contemplar los requisitos objetivos para conceder algún beneficio, y considerar las condiciones socio-familiares y subjetivas que acompasen tales peticiones, ya que de no atenderse de forma pronta e inmediata la urgencia que reviste lo reclamado, se puede ocasionar un perjuicio irremediable amén de la enfermedad grave de un miembro de la familia, máxime cuando se trata de su señora madre.

Pide como medida provisional que se dé licencia especial a la interna ROSA LILIANA GÓMEZ para trasladarse a Cali con el fin de ver a su señora madre, ya sea por sus propios medios o a través  del INPEC. De igual modo, y por el deber que le asiste al Juez de Ejecución de Penas en consideración a lo pedido, se acceda a la “detención domiciliaria” que le es más favorable, para lo cual se deberá tener en consideración su ficha biográfica y tiempo de detención.
2.- CONTRADICTORIO

La Sala negó la medida provisional reclamada por la accionante, y dispuso correr traslado de la acción constitucional al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, y de manera oficiosa vinculó a la Reclusión de Mujeres de la Badea y a la Dirección del INPEC, Regional Viejo Caldas, así como a quien obra como defensor de la sentenciada, frente a lo cual únicamente se pronunció el despacho judicial de la siguiente manera:
- La señora ROSA LILIANA fue condenada en junio 20 de 2017, entre otros, por los delitos de concierto para delinquir agravado y uso de menores para la comisión de delitos. 

- Por auto de marzo 11 de 2019 se le negó la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria al no cumplir las exigencias para ser considerada madre cabeza de familia, decisión contra la cual interpuso recurso de apelación y fue confirmada por el juez de conocimiento.

- Ante la solicitud de la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria, se negó tal petición al no cumplir las exigencias del canon 38G C.P., amén de las conductas por las que fue sentenciada, y aunque interpuso recurso de apelación, no lo sustentó y se declaró desierto.

- A la fecha no existe nueva petición al respecto, como tampoco ha solicitado traslado de sitio de reclusión por acercamiento familiar o algún permiso especial.

- El abogado que interpuso la acción parece desconocer que los jueces están atados al imperio de la ley, y por ende no se puede ir en contravía de la expresa prohibición que contempla la norma.

- El despacho no ha vulnerado derecho fundamental alguno, en tanto la decisión que dio origen a esta actuación no carece de fundamento, ni fue caprichosa; además, la tutela no cumple las exigencias jurisprudenciales para su procedencia, y no se puede convertir en una tercera instancia cuando las decisiones anteriores no le son favorables, o pretermitir el análisis por parte del juez natural sin elevar una petición frente a lo reclamado.

- En conclusión, no procede la protección en cuanto a la negación de la prisión intramural por la domiciliaria por tener sustento legal y jurisprudencial, y sin que haya obedecido a un capricho de la judicatura, es decir, no existe una vía de hecho como al parecer lo entiende el letrado.

Por parte de las demás entidades y personas vinculadas se guardó silencio.
3.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por el actor y los demás intervinientes, los cuales obran en el expediente.
4.- Para resolver, SE CONSIDERA
El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.

4.1.- Problema planteado 

Corresponde determinar a la Sala si por parte de las entidades accionadas se incurrió en vulneración a los derechos fundamentales reclamados por el agente oficioso de la señora GÓMEZ RUIZ; en caso afirmativo, se deberá determinar cuál será la actuación que deben ejecutar las entidades involucradas a efectos de cesar dicha vulneración.

4.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna.
De acuerdo con las manifestaciones realizadas por el agente oficioso, entiende la Corporación que su solicitud está dirigida a que se deje sin efectos la providencia proferida por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por medio de la cual le negó la concesión de la prisión domiciliaria.

Como quiera que en esta tutela se ataca providencia emitida por autoridad judicial, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional ha acogido, entre otros, en los fallos C-560/05 y T-332/06.

De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560/05, y pueden sintetizarse así: (i) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; (ii) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; (iii) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; (iv) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que ostentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la providencia; (v) error inducido, que se origina cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de un proveído que afecta derechos fundamentales; (vi) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus providencias en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; y (vi) desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, y la violación directa de la Constitución.
De igual modo, la Corte Suprema de Justicia frente a la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado
 que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza recae en el juez ordinario.

La jurisprudencia constitucional es contundente al señalar que el carácter subsidiario y residual de la acción constitucional significa que solo es procedente de manera supletoria, esto es, cuando no existan otros medios de defensa a los que se pueda acudir, o que pese a ello se promueva para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable, como así lo refiere el canon 86 C.N. Precisamente, amén de la subsidiariedad que rige este trámite, ello conlleva a sostener que deben agotarse todos los mecanismos ordinarios con los que se cuenta para procurar la protección de los derechos presuntamente quebrantados.

Tal situación comporta una carga legítima al actor de desplegar todos los medios de impugnación que el sistema jurídico ha dispuesto para la defensa de sus derechos. En tal sentido, la acción de tutela no es un instrumento procesal alternativo adicional o complementario al proceso que adelanta el funcionario judicial correspondiente, pues se correría el riesgo de vaciar de contenido las competencias de las distintas autoridades judiciales e implicaría un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de la jurisdicción constitucional, y solo procedería al acreditarse la existencia de un perjuicio irremediable o que los recursos o medios a su alcance no resulten idóneos para la protección de los derechos afectados, como lo tiene sentado la jurisprudencia
. 

Así mismo, frente a la interposición de acciones de tutela contra decisiones judiciales, explicó la Alta Corporación:

“La doctrina constitucional igualmente ha sido clara en señalar que cuando se trata de providencias judiciales, la acción de tutela solamente resulta procedente de manera excepcional, pues como regla general la inconformidad de las partes con lo resuelto por los funcionarios judiciales ha de ser planteada y debatida en forma oportuna, acudiendo para ello a los medios de impugnación instituidos en los códigos de procedimiento.

No obstante, por vía jurisprudencial se ha venido decantando el alcance de tal postulado, dando paso a la procedencia de la acción de tutela cuando se trate de actuaciones que carezcan de motivación o fundamento objetivo, contrariando su voluntad para hacer imperar la arbitrariedad y el capricho del funcionario, o resulten manifiestamente ilegales, de ahí que, por excepción se permitirá que el juez de tutela pueda intervenir en orden a hacer cesar los efectos nocivos que la causal especial de procedibilidad detectada puede ocasionar en relación con los derechos fundamentales” 

La Sala ha considerado en ocasiones anteriores, que pese a que la tutela no supere las estrictas exigencias de procedibilidad contra providencias judiciales, lo que la ha llevado a flexibilizar los mismos como lo ha señalado la jurisprudencia constitucional
 es que son los mismos internos, carentes de conocimientos jurídicos, quienes han promovido la acción, y en ese sentido han insistido en la presunta vulneración del derecho a la libertad amén de la postura de los juzgados encargados de la vigilancia de la pena. Y lo que en este asunto se observa, es que quien acude a la acción de amparo a favor de la interna es un profesional del derecho quien no indicó con suficiencia los requisitos generales y específicos para considerar como procedente la misma, salvo la referencia genérica que se hizo en el sentido de la supuesta incursión de la a quo en un defecto fáctico al no analizar el aspecto subjetivo de la reclamación elevada a favor de la señora ROSA LILIANA GÓMEZ. Omisión argumentativa que por sí misma torna en improcedente el amparo.
Mírese además que pese a la negativa de la a quo para el otorgamiento de la prisión domiciliaria, y aunque en un primer momento la interna apeló tal determinación, finalmente no la sustentó, lo que conllevó a que el recurso fuera declarado desierto, como situación que implica pensar que estuvo conforme con lo decidido. Incluso cabe sostener que ello se dio por cuanto en verdad la misma no cumple con las exigencias de índole objetivo a las que alude la norma 38G para ser merecedora de tal sustituto, toda vez que algunas de las conductas por ella cometidas impiden expresamente su concesión.

Por último, como así lo indicó la funcionaria accionada, en momento alguno por parte de la interna se elevó solicitud, ya sea para lograr el traslado a una reclusión cercana a aquella donde vive su ascendiente, con miras a lograr el acercamiento familiar, ni mucho menos ha pedido permiso especial para ir a visitarla, situación esta última que igualmente la ratificó a la Sala la Directora de la Reclusión cuando se obtuvo información con miras a establecer la procedencia de la medida provisional; donde además se conoció que dicho establecimiento al saber de la condición médica de su progenitora le facilitó medios tecnológicos como la “videoconferencia” para que tuviera contacto con su pariente, como así se hizo.
En conclusión, si la intención de la accionante es que se le otorgue un permiso excepcional, que no una “licencia especial” como lo indicó el agente oficioso, debe elevar las peticiones que a ello hubiere lugar para que la Dirección de la Reclusión de Mujeres acorde con lo reglado en el art. 139 del Código Penitenciario y Carcelario, modificado por el art. 85 de la Ley 1709 de 2014
, establezca lo pertinente. Ya que, como se aprecia, no obstante existir ese medio de defensa judicial, el mismo no se ha agotado y por el contrario se dejó de lado para acudir de manera directa a la tutela, lo que a todas luces desnaturaliza el requisito de subsidiariedad que la rige.
Sin lugar a mayores consideraciones, estima la Corporación que la acción presentada mediante agente oficioso deviene improcedente, y así se declarará.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la tutela presentada mediante agente oficios por la señora ROSA LILIANA GÓMEZ RUIZ. 
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� Cfr. Sentencia T-649/16.


� Sentencias SU-026/12; SU-424/12, reiteradas en sentencia T-103/14  


� En sentencia T-589 de 2011, reiterada en T-002 de 2018, se indicó: “el operador judicial debe examinar la situación fáctica que define el asunto sometido a su conocimiento, y las particularidades de quien reclama el amparo constitucional, pues, si se trata de sujetos de especial protección constitucional (personas de la tercera edad o en condición de discapacidad, etc.) o de personas que se encuentren en condiciones de debilidad manifiesta, el análisis de procedibilidad se flexibiliza haciéndose menos exigente.


� “En caso de comprobarse estado de grave enfermedad o fallecimiento de un familiar dentro del segundo grado de consanguinidad, primero civil y primero de afinidad, de la persona privada de la libertad, el Director del respectivo establecimiento de reclusión, procederá de la siguiente forma:  1. Si se trata de condenado, podrá conceder permiso de salida bajo su responsabilidad, por un término no mayor de veinticuatro horas, más el tiempo de la distancia si la hubiere, tomando las medidas de seguridad adecuadas y comunicando de inmediato al Director del Inpec […]”.
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